Carátula 
SEÑOR SECRETARIO.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 38 minutos) 
SEÑOR VILLEGAS..- Voy a hacer una enumeración del trabajo que tenemos por delante. 


El Capítulo | del proyecto de ley se da por discutido y estudiado. Para terminar la consideración del Capítulo Il la fecha tope es el 21 
de abril; el Capítulo Ill debemos terminarlo antes del 25 de mayo y el Capítulo IV el 28 de junio. Si esto fuera así, estaríamos dando 
cumplimiento, en parte, al programa de este año. 


SEÑORA PEREIRA.- Quisiera hacer una aclaración. Los otros días envié por e-mail las conclusiones a las que había llegado luego 
de leer el Tratado de Sayagués Laso. Allí puse énfasis en las características de un cometido esencial. A mi modo de ver, los 
cometidos esenciales varían con el tiempo, y de acuerdo con lo que estudié en el documento del doctor Tornaría -en su momento 
les di fotocopia de un artículo publicado en un libro-, sin lugar a dudas, el ordenamiento territorial hoy en día es un cometido 
esencial. Diferente es el hecho de si es oportuno o no -lo que está remarcando tanto Juan Andrés- incluirlo dentro del articulado, 
porque no le hace a la cosa declarar si es o no un cometido esencial. Sin embargo, llegué a la conclusión de que sería importante 
sugerir en la exposición de motivos que hablamos de un cometido esencial del Estado cuando estamos regulando todo el tema de 
la ordenación territorial. 


Por otra parte, leyendo el Decreto N* 186/996, que refiere a los cometidos sustantivos, me asaltó una duda, porque da a entender 
que dichos cometidos, solamente por excepción, son realizados directamente por el Estado. En este caso es a la inversa: el Estado 
es el que ejecuta o realiza la ordenación territorial y la excepción sería que un particular se encargue de ello. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR GILMET.- De acuerdo con el compromiso asumido de entrega del llamado Título Il, instrumentos de ordenación, el próximo 
21 de abril, hemos intentado avanzar con borradores en algunos aspectos que entendemos más significativos. De todas maneras, 
en cuanto a nuestras valoraciones de la redacción del Título |l, ya realizamos intervenciones en oportunidad del tratamiento de este 
tema hacia fin de año. En particular, recuerdo que en las sesiones del 12 de noviembre y del 2 de diciembre nos extendimos con 
relación a aspectos generales de dicho Título. Por lo tanto, en la sesión de hoy no voy a referirme a ese enfoque general del Título 
Il, y traje un avance de detalle relacionado a un aspecto que, reitero, entendemos de importancia en el tratamiento de los 
instrumentos de ordenación. 


En aquella ocasión decíamos que había aspectos generales de los instrumentos de ordenación que podían constituir un cuerpo 
normativo común, y que luego aparecería un tratamiento particularizado de cada uno de los instrumentos de ordenación propuestos 
donde se establecería el alcance y los contenidos de cada uno de ellos. El borrador que traemos refiere a uno de los aspectos 
comunes, que es el de la calificación de suelos, puesto que consideramos que está condicionando los usos y actividades del mismo 
en forma directa. Esta calificación, al mismo tiempo, en forma muy directa está condicionando también los valores del suelo. 


Las diferencias de valor del suelo pueden llegar a ser muy significativas. Decimos esto porque, como todos sabemos, el valor del 
suelo rural se cuantifica en unidades diferentes al valor del suelo urbano. En un caso hablamos de hectáreas o cuadras, como se 
acostumbra a decir en nuestro medio rural y, en el otro, nos referimos a metros cuadrados. Las diferencias se extienden en un 
espectro de U$S 0,30 a U$S 30, y estos últimos se pueden transformar en cientos de dólares en algunas situaciones del ámbito 
urbano. Por lo tanto, las diferencias en el valor del suelo son muy significativas y resultan de esta cadena de condicionantes que 
surge de un acto jurídico administrativo, que es el de la calificación del suelo. 


Por supuesto, cuando nos referimos al acto jurídico administrativo, no pensamos que sea estrictamente un acto discrecional de una 
administración o del Poder del Estado que está condicionando esos usos y actividades y, en consecuencia, esos valores del suelo. 
En definitiva, ese acto jurídico administrativo está fundado en realidades físicas -la construcción física del medio urbano, de la 
ciudad-, en formas de vida, en aspectos sociales muy diferentes entre el medio rural y el medio urbano, en valoraciones culturales y 
en realidades verdaderamente disímiles que se pueden sintetizar en la concepción del campo y de la ciudad. 


Entonces, entendemos que esta calificación del suelo, que en nuestro país tiene ya muchas décadas de aplicación en forma clara y 
explícita, a partir de 1946, con la aprobación de las Leyes de Centros Poblados, es un aspecto muy significativo en los contenidos 
de este Título 11. 


Como ya adelantamos, trajimos para la sesión de hoy varias copias del borrador que hemos hecho y solicitaría a la Secretaría que 
las entregara a los miembros de la Comisión, a los efectos de que podamos ser más claros en nuestra exposición. 


Voy a dar lectura a esta propuesta que refiere al artículo 13, siguiendo un determinado ordenamiento aunque en realidad se trata 
de una norma alternativa o sustitutiva. Esta iniciativa dice lo siguiente: "Mediante los planes de ordenación territorial se califica la 
totalidad del suelo del ámbito correspondiente, en todas o en algunas de las clases primarias de suelo: Urbano, Urbanizable y No 
Urbanizable". En este artículo, ex profeso no se hace referencia a las directrices puesto que, si bien entendemos que se trata de 
instrumentos de ordenación territorial, también creemos que a través de ellas no sería conveniente calificar suelos, porque es 
mediante los planes que eso se lleva a cabo. Más adelante, esta parte del artículo dice que se califica la totalidad del suelo del 
ámbito correspondiente. En ese sentido, pensamos que si se califica el suelo en el ámbito de la jurisdicción de los gobiernos y 
administraciones departamentales, deberá calificarse la totalidad del suelo del ámbito departamental. Si se califica el suelo 
mediante un plan urbano de ordenación territorial, por ejemplo, de un centro poblado, de acuerdo con lo que se expresa deberá 
calificarse o recalificarse la totalidad del suelo de dicho centro poblado. 


A continuación, el artículo refiere a todas o algunas de las clases primarias de suelo. Conviene aclarar que no necesariamente con 
esto queremos decir que deben aplicarse las tres clases, aunque sí podría caber la situación de un ámbito territorial estrictamente 
urbano y, por lo tanto, no tener lugar para las otras calificaciones; pero se trata de situaciones hipotéticas. En general, yo podría 
sospechar que cuando hablamos de un ámbito territorial vamos a tener las tres clases primarias de suelo. 


Luego, el artículo dice: "Se podrán distinguir subcalificaciones secundarias y terciarias en cada una de estas clases". Quizás aquí 
haya una diferencia con respecto a esta propuesta que hemos manejado y que creo que quedará más clara a continuación, cuando 
desarrolle todo el contenido del artículo 13. No obstante, en lo sustancial queremos decir que estas calificaciones son primarias, y 
si hablamos de suelo urbano, en el desarrollo de los planes es posible que puedan aparecer subcalificaciones -no creo que sea 
necesario que esto conste en el texto de la ley- de un ámbito urbano donde, por ejemplo, se pueda distinguir entre el suelo del área 
central, el centro histórico, el área periférica, el área de la costa, de un área testimonial con valores de preservación patrimonial, 
etcétera. Entonces, según su jerarquía, aparecerá en rangos -que aquí he esbozado- secundarios y terciarios puesto que, a su vez, 
si hablamos de la ciudad de Montevideo y pensamos en el área central, esta última se puede subcalificar en función de sus barrios 
y así hablar, por ejemplo, de la Ciudad Vieja, del Barrio Sur, del Centro o del Cordón. 


Esta calificación primaria y estas clases primarias de suelo urbano, urbanizable y no urbanizable, tendrían la siguiente descripción: 
"1, Suelo Urbano.- Integran el Suelo Urbano las áreas que se encuentran en algunas de las siguientes circunstancias: a. Formar 
parte de las zonas urbanas y suburbanas amanzanadas de un centro poblado existente (Artículo 4% de la Ley N* 10.866)". Me 
detengo en este aspecto, que me parece muy importante ya que se trata de compatibilizar cualquier modificación que se introduzca 
en este proyecto de ley con las leyes de centros poblados. Más aún: el Mensaje y el proyecto de ley del Poder Ejecutivo habla, en 
su Exposición de Motivos, principalmente del hecho de que no se deroga la Ley de Centros Poblados. 


En ese sentido, en varias intervenciones de las reuniones que mantuvimos el año pasado, hubo consenso entre los miembros de 
esta Comisión en cuanto a que posiblemente debamos modificar algunos aspectos de las leyes de centros poblados, pero sin 
derogarlas. Por lo tanto, debemos tratar que nuestras propuestas sean compatibles con las leyes de centros poblados. 
Concretamente, lo que estamos proponiendo acá refiere al artículo 4% -cabe recordar que hay dos leyes de centros poblados- que 
no presenta variaciones con respecto al planteo de la primera ley. Asimismo, proponemos que el suelo urbano esté integrado por 
las actuales zonas urbanas y suburbanas de todos los centros poblados de la República. Por supuesto, una afirmación de este 
tenor no implica que no se puedan realizar modificaciones de los límites. Es cotidiano en el ámbito de los Gobiernos 
Departamentales realizar modificaciones de límites del suelo o de las zonas urbanas y suburbanas, ya sea incorporando -que es lo 
más habitual- nuevas zonas urbanas o suburbanas, o descalificando, que no es lo más común pero igualmente sucede. 


La segunda circunstancia a la que hace referencia este artículo dice lo siguiente: "b. Haber sido urbanizadas en ejecución del 
correspondiente instrumento de ordenación". Aquí la ley está habilitando a que, además de las zonas urbanas y suburbanas que 
hoy existen en el marco de las leyes de centros poblados, mediante los instrumentos de gestión que la nueva ley permita se 
incorporen nuevas zonas urbanas. 


SEÑOR VILLEGAS.- Con referencia al literal b que expresa: "haber sido urbanizadas en ejecución del correspondiente instrumento 
de ordenación", es decir, a lo que establece la Ley de Centros Poblados, ocurre que no se tienen en cuenta distintas circunstancias. 
Una de ellas es la condición de crecimiento y decrecimiento de las zonas urbanas. Sabemos que hay muchas áreas suburbanas 
que no han sido utilizadas, sino que simplemente son punto de especulación de los propietarios de la tierra. Aclaro que no quiero 
dar ejemplos al respecto, pero hay muchísimos y, en ese sentido, creo que el más escandaloso es el de la zona suburbana de 
Rocha. 


Por lo tanto, parecería necesario incluir en este proyecto de ley un llamado de atención a las Intendencias Municipales, a los 
efectos de que reviertan zonas suburbanas a rurales, lo cual evidentemente puede hacerse. El asunto es que los valores de 
contribución son distintos, así como también lo son los de las deudas -me refiero, precisamente, al ejemplo que di- que se han 
generado por condiciones impagas de las Contribuciones Inmobiliarias llamadas suburbanas -que no son tales- por un abuso o mal 
uso de esa posibilidad por la Junta Departamental, de acuerdo con el maléfico artículo 15 de la Ley de Centros Poblados, que 
facultaba a las Juntas Departamentales, por mayorías especiales, a poder tomarse ciertos márgenes de libertad, los que se 
tomaron "hasta el codo". 


Quise llamar la atención sobre ese punto, arquitecto Gilmet. 


SEÑOR GILMET.- Estoy totalmente de acuerdo con lo expresado por el arquitecto Villegas. Nosotros habíamos hecho una 
referencia muy tangencial al hecho de que también hay que considerar la posibilidad de revertir situaciones que, como el arquitecto 
Villegas ha señalado, estén relacionadas con las zonas suburbanas -que son las más habituales- y también urbanas. 


Creo que este es un aspecto a ajustar en la redacción, puesto que coincido totalmente en que la ley debe recoger esta puesta a 
punto de situaciones creadas en una aplicación -no me gusta adjetivar, pero a veces no hay más remedio- muy laxa de las leyes de 
centros poblados, una flexibilidad excesiva. En este sentido, creo que es una buena oportunidad para plantear esa situación a los 
Gobiernos Departamentales. 


De todas maneras, entiendo que la ley debe ser clara en el reconocimiento -porque aquí hay un tema de derechos- de que las 
actuales zonas urbanas y suburbanas pasan a ser -si entendemos que la calificación es ésta- suelo urbano, y luego se realizarán 
los ajustes correspondiente. Lo cierto es que hay un reconocimiento claro de derechos y de deberes de los propietarios del suelo, 
que nosotros no encontrábamos en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


Con respecto a la situación dos, correspondiente a la clase primaria del suelo, que llamamos "suelo urbanizable", diremos lo 
siguiente. Integran el suelo urbanizable las áreas que, en función de las necesidades y previsiones de desarrollo urbanístico, se 
consideran aptas para ser en el futuro calificadas en el suelo urbano mediante el correspondiente instrumento de ordenación. Son 
las áreas de expansión, que en varias oportunidades han sido tratadas también por otros miembros de la Comisión. 


Por último, en esta calificación primaria consideramos lo que denominamos "suelo no urbanizable". Integran el suelo no urbanizable 
las áreas que se encuentran en alguna de las siguientes circunstancias: a) no pertenecer a las zonas urbanas y suburbanas 
amanzanadas de un centro poblado (artículo 4% de la Ley N* 10.866). Aquí seguimos la redacción estricta de las leyes de centros 


poblados, puesto que en éstas lo que habitualmente se llama "área o zona rural", está definido por exclusión. Esto significa que las 
leyes dan potestades a los Gobiernos Departamentales para que en el ámbito departamental definan lo que son las zonas urbanas 
y suburbanas, y se deduce o está implícito que lo que no se califica como zona urbana o suburbana es el resto, que sería rural, y 
así se ha llamado durante más de 50 años en este país. Los Gobiernos Departamentales lo han llamado así, pero en la ley la zona 
no aparece definida en forma explícita, sino implícita. Por esa razón, nosotros utilizamos el mismo razonamiento para la definición 
del suelo no urbanizable. 


La segunda circunstancia sería aquella en la que las previsiones y determinaciones de los planes de ordenación impliquen su 
exclusión del proceso urbanizador, de modo que no son urbanizables. 


Entre otras, los planes de ordenación establecerán la siguiente subcalificación; pero para las otras calificaciones del suelo primario, 
nosotros no entramos en las que llamamos secundarias o terciarias, puesto que nos parece que implica entrar en un grado de 
detalle con una casuística muy grande, y las realidades del territorio de la República son dispares. Es muy diferente considerar el 
plano urbano de una pequeña ciudad que el de una capital departamental o el de la ciudad de Montevideo. Por tanto, las 
necesidades de desarrollar ese árbol -llamémosle así- de subcalificaciones, serán diferentes. 


Sin embargo, hemos hecho una excepción con respecto al suelo no urbanizable, de una subcalificación, puesto que está 
establecido por ley que denominamos en el ítem 3.1: suelo no urbanizable de especial protección. Integran el suelo no urbanizable 
de especial protección las áreas protegidas, definidas por la Ley N* 17.234, que integran el Sistema Nacional de Areas Protegidas; 
la faja de defensa de costas del artículo 153 del Código de Aguas, modificado por la Ley N* 15.903 y las que podrán establecer los 
planes de ordenación. 


Cuando nos referimos a áreas de especial protección aludimos, particularmente, a las áreas que surgen del llamado "Sistema 
Nacional de Areas Naturales Protegidas", puesto que hay otras áreas protegidas en base a otros criterios que no pertenecen al 
suelo no urbanizable y sí al suelo urbanizable o al urbano. 


SEÑOR SIENRA.- Hoy no hay áreas que pertenezcan al sistema nacional de áreas naturales protegidas, porque ninguna ha sido 
integrada al sistema. Por otra parte, la propia ley que crea el sistema nacional de áreas naturales protegidas prevé otro tipo de 
áreas protegidas que pueden no integrarse al sistema y ser igualmente protegidas. Inclusive, los Gobiernos Departamentales 
pueden dictar reglamentaciones y proteger áreas sin la obligación de integrarlas al sistema nacional de áreas naturales protegidas, 
a pesar de que lo lógico y lo que parecería más conveniente para una gestión más adecuada de las áreas protegidas, es que todas 
estén integradas al sistema. El hecho es que actualmente no hay ninguna área integrada al sistema. 


SEÑORA PEREIRA.- Eso se puede solucionar con la redacción, porque lo que el arquitecto Sienra quiere decir es que lo que 
vendría a estar en el sistema, queda incluido. Sin embargo, yo estaba leyendo lo que planteaba Juan Andrés y comparto otra cosa 
de lo que dice. Si se lee la ley, en cierta manera en algunos casos permite determinadas construcciones y actividades. Cuando uno 
habla de no urbanizable, ¿no quiere decir que hay que dejarlo intacto? 


SEÑOR GILMET.- Cuando nos referimos a esta ley, somos conscientes de que todavía no contamos con ese sistema nacional, 
pero hay una intención sancionada por el Legislador. Por tanto, nos parece que en el marco de un proyecto de ley debemos tenerlo 
en consideración. 


Si analizamos las categorías que están incluidas en el Capítulo Il de la Ley N* 17.234, de gestión del sistema nacional de áreas 
naturales protegidas, vemos que se hace referencia a áreas naturales. El hecho de que se aluda a áreas naturales no quiere decir 
que en ellas no pueda pisar el hombre; que sean inmaculadas. Obviamente, pueden admitir construcciones y usos compatibles con 
la preservación de esas áreas como tales. Lo que sí interpretamos de esta ley es que no pueden ser urbanizadas, pero eso es otra 
cosa. Por ejemplo, la categoría a) dice "Parques nacionales". ¿Acaso puede pensarse que en un parque nacional se construya una 
ciudad? No. También se dice que monumento natural es toda aquella área que contiene, normalmente, uno o varios elementos de 
notable importancia natural, tales como una formación geológica, un sitio natural único, especies, hábitat o vegetales que podrían 
estar amenazados, donde la intervención humana, de realizarse, será de escasa magnitud y estará bajo estricto control. 
Claramente se está hablando de áreas naturales que no pueden ser urbanizadas, lo que no significa que no puedan admitir 
determinados tipos de construcciones que no afecten esos valores. 


Tampoco quiere decir que estas áreas naturales protegidas se encuentren en zonas alejadas. En ese sentido puedo dar un ejemplo 
que creo que es muy elocuente. Personalmente tuve oportunidad de trabajar en el asesoramiento del plan urbano ambiental de la 
ciudad de Buenos Aires. Frente al área más urbanizada de esta ciudad, en la costa del Río de la Plata, existe un área que durante 
décadas fue depósito de escombros, de materiales desechados de construcción, y llegó un momento en que esa amplia zona se 
cubrió y quedó en el olvido. Pasaron los años, la naturaleza hizo lo suyo e incorporó ese territorio que había sido ganado al mar a 
través de distintas formas de vida, apareciendo allí los pajonales y en ellos anidaron las aves. Actualmente se ha transformado en 
un área ecológica en pleno centro de Buenos Aires, visitada por escolares y estudiantes de los ciclos secundarios, y objeto de 
estudio científico puesto que allí anidan aves migratorias. Es decir que se trata de un área que en su origen es artificial y que la 
naturaleza revirtió. 


En la zona más densa del territorio de la República Argentina, en pleno carozo de la ciudad de Buenos Aires, donde viven tres 
millones de habitantes -me estoy refiriendo al polígono delimitado por el Riachuelo, la avenida General Paz y el Río de la Plata y no 
al área metropolitana, que tiene doce millones de habitantes-, hay un área ecológica significativa que, en la perspectiva de nuestra 
ley nacional, estaría incluida dentro del sistema. 


O sea que cuando pensamos en estas áreas naturales, pueden aparecer como islotes dentro de áreas urbanizadas. Lo importante 
es que esta protección de áreas naturales esté amparada bajo la figura de calificación de no urbanizable, que es la mejor garantía 
de su protección. 


SEÑOR VILLEGAS.- Esta intervención del arquitecto Gilmet trae a mi pensamiento la necesidad de una calificación distinta que 
llamaríamos "suelos nuevos". Por ejemplo, son suelos nuevos la nueva explanada de contenedores del Puerto de Montevideo, que 


son áreas ganadas al mar. También en países o ciudades que tienen movimientos sísmicos importantes -por suerte nosotros no 
tenemos ese fenómeno- aparecen áreas nuevas y otras que se pierden. Creo que tal vez habría que hacer un sub subcapítulo con 
esas condiciones. 


SEÑOR GILMET.- Estoy de acuerdo con el arquitecto Villegas en el sentido de que, aunque parezcan curiosas, son muchas las 
situaciones de incorporación de suelos al territorio de la República. Es el caso de la ataguía que se construyó en oportunidad de las 
obras del Plan de Saneamiento Urbano de Montevideo en Punta Brava o Punta Carretas, como se conoce, claramente incorpora 
suelos al haberlos rellenado donde se encuentra el emisor subacuático del sistema de saneamiento. Incluso, no sólo incorpora 
suelos sino que hace que la Punta Brava sea la más austral, puesto que agregó metros a la ubicación de su suelo. Es decir que la 
Punta Brava está más al sur o es más austral de lo que era naturalmente. 


Entonces, entendíamos que esta categoría de suelos nuevos no urbanizables a los que se da protección, debería agregarse a las 
que sucesivamente se incorporaran en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas y que ya están definidas por ley, así como las que 
define el artículo 153 del Código de Aguas, o sea, la faja de defensa de costas. Agregábamos también las que puedan establecer 
los planes de ordenación, puesto que el propio sistema prevé que los Gobiernos Departamentales puedan incorporar nuevas áreas 
a las categorías. O sea que es coherente con la ley. 


Seguidamente vamos a dar lectura a los fundamentos de este borrador que tenemos a consideración con relación al proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo, puesto que ha sido la metodología adoptada por esta Comisión. 


El proyecto del Poder Ejecutivo para los Planes Directores -artículo 20- y los Planes de Uso del Suelo -artículo 21- determinan entre 
sus contenidos distintas categorías de suelo y otras disposiciones correlativas, según la siguiente clasificación: suelo urbano, suelo 
urbanizable, suelo no urbanizable -hasta aquí, las categorías serían exactamente las mismas que hemos propuesto, con igual 
denominación- y suelo rural. Quiere decir que aquí se agrega una cuarta categoría. 


Más adelante, para las respectivas categorías de suelo se especifican las características de fraccionabilidad y edificabilidad. Sin 
embargo, no se explica el concepto ni los atributos de cada uno de los tipos de suelo aludidos. Es más: en el artículo 46 del propio 
proyecto de ley se mencionan "los inmuebles urbanos y suburbanos", que responden al criterio de las Leyes de Centros Poblados. 
Esto nos muestra la falta de articulación y correspondencia entre el proyecto de ley y las mencionadas leyes, que tomamos como 
premisa. 


Decimos esto porque más allá de la propuesta que traemos, seguramente perfectible, entendemos que aquellas otras que surjan 
del seno de esta Comisión Asesora deben ser coherentes en los aspectos que creemos necesariamente deben serlo. Y, 
precisamente, entendemos que este es un aspecto sustancial. 


Las Leyes de Centros Poblados N* 10.723, de 21 de abril de 1946, y N* 10.866, de 25 de octubre de 1946 -que el proyecto del 
Poder Ejecutivo no se propone derogar, excepto los ajustes propuestos en el artículo 60- establecen en el artículo 4% otra 
clasificación del suelo: zona urbana, zona suburbana y zona rural, a través de los decretos de los Gobiernos Departamentales, 
puesto que queda implícita en el texto de la ley. En la actualidad, luego de más de medio siglo de aplicación, esta clasificación 
trasciende los aspectos vinculados a la ordenación del territorio, teniendo incidencia en otras disposiciones jurídicas y fiscales. 
Implican limitaciones a los derechos de fraccionabilidad, uso y edificabilidad, imponen un régimen impositivo y de incentivos y 
deben contar con determinadas infraestructuras y equipamientos. 


Entendemos que una alteración sustancial de toda esta construcción que surge a partir de las Leyes de Centros Poblados de 1946, 
tendría consecuencias verdaderamente muy negativas en todos los ámbitos de la Administración Pública, ya sea en el central, en el 
descentralizado o en el de los Gobiernos Departamentales. El Impuesto de Enseñanza Primaria, la Contribución Inmobiliaria, las 
disposiciones del Banco Hipotecario y del Banco de Previsión Social -es decir, todo el aparato del Estado- distinguen en sus 
disposiciones la clasificación del suelo de las Leyes de Centros Poblados. Por lo tanto, contradecir ese andamiaje significaría un 
trastorno que, a nuestro juicio, sería totalmente innecesario. 


En consecuencia, como primera conclusión, decimos que es necesario compatibilizar el presente proyecto de ley y las Leyes de 
Centros Poblados. 


Con relación al fondo conceptual, a pesar de que la exposición de motivos del proyecto de ley del Poder Ejecutivo reconoce que 
"del sistema de comunidades autónomas españolas se ha tomado la clasificación del suelo, que es sin dudarlo la más conveniente 
para el Uruguay: suelo urbano, urbanizable, no urbanizable y rural", esta no es una afirmación correcta. Según la legislación 
vigente, en España -Ley del Suelo, artículo 9”- se consideran cuatro categorías de suelo: suelo urbano, suelo no urbanizable, suelo 
urbanizable programado y suelo urbanizable no programado. La legislación española define estas cuatro categorías resultantes de 
la combinación de dos criterios jurídicos: por una parte, la existencia de planeamiento en la circunscripción municipal -programado 
y no programado- y la condición urbana o urbanizable del suelo, por otra. De la combinación de esos dos criterios surgen las cuatro 
categorías de suelos de la vieja Ley del Suelo de 1946. 


El proyecto del Poder Ejecutivo agrega a la clasificación española la categoría de suelo rural, cuando desde un punto de vista 
jurídico la categoría de suelo rural debería ser idéntica al suelo no urbanizable, o sea que no se puede fraccionar en predios de 
dimensiones urbanas, y de allí también su valor de bien de cambio. Si no se puede fraccionar, de ello proviene el valor del suelo. 
Se confunden criterios de carácter jurídico con criterios de una clasificación funcional. El estricto criterio jurídico no significa que no 
posea un fundamento en la realidad física, económica y social, aunque si se introduce una clasificación de suelo de carácter 
funcional, como el suelo rural, en consecuencia también se debería agregar: suelo natural y suelo de explotación minera, entre 
otras subcalificaciones, así como otras pertenecientes al conjunto del suelo rural, por ejemplo, suelo agrícola y suelo forestal. 


Por otra parte, el agregado de suelo rural introduce una ambigúedad no conveniente, cuando del artículo 22 se deduce que está 
habilitado para la construcción de "countries", clubes de campo, industrias, depósitos, zonas francas y un no claro etcétera, entre 
actividades que puede adquirir el carácter urbano. Tampoco esta es una observación de carácter nominativo, pero al suelo no 
urbanizable se le podría denominar "suelo rural", como se deduce de las Leyes de Centros Poblados vigentes. Lo significativo es el 
contenido que se le atribuye a cada categoría de suelo, y en el proyecto del Poder Ejecutivo no queda claro que el suelo rural no es 


urbanizable. En suma, se adopta un criterio desde la óptica jurídica, a su vez compatible con las Leyes de Centros Poblados y con 
larga trayectoria de aplicación en el Derecho Comparado. 


SEÑOR SIENRA.- Voy a comenzar exactamente por el mismo punto que mencionaba el arquitecto Gilmet, en el sentido de que es 
imprescindible compatibilizar nuestra calificación de suelo actual con lo que la técnica de gestión del territorio nos está pidiendo. 
Precisamente, hay todo un andamiaje jurídico, administrativo, impositivo, etcétera, que está basado en las categorías de suelo 
urbano, suburbano, rural y demás que el país tiene, por lo que hay que tratar de no hacer un quiebre en ese aspecto, a fin de 
simplificar las cosas y no crear un caos administrativo, siempre y cuando esto sea posible. 


El enfoque que propongo es algo diferente al del arquitecto Gilmet. Creo que hay que mantener las categorías que ahora existen. 
Me parece que todos estamos de acuerdo en que la categoría de suelo urbano tiene que existir, pero propongo mantener las otras 
categorías, que son: suburbana, rural y protegida. 


En cuanto a la categoría rural, mi idea es mantenerle el nombre e incluso el concepto que el país ha usado para darle contenido, es 
decir, que las áreas rurales son, en realidad, el resto del territorio; dentro de la categoría rural hay áreas naturales o rústicas -como 
se las quiera llamar-, hay áreas dedicadas a la producción agropecuaria, pero también hay áreas forestales, dedicadas a la minería, 
etcétera. Hoy día, el concepto de predio rural para el Uruguay es mucho más general que lo que en realidad sería el área rural, 
porque contiene todas las otras categorías de suelo. 


En cuanto a la categoría de área suburbana, me parece interesante conservarla, pero con una diferencia: a mi juicio el área 
suburbana no puede ser un área urbana carenciada, que es uno de los dos criterios que ha usado el Uruguay. En efecto, durante 
mucho tiempo nuestro país entendió que el área suburbana estaba como en proceso de formación urbana, pero que aún le faltaban 
infraestructuras o servicios urbanos, por lo que era un área urbana carenciada. Si fuéramos a aplicar ese concepto, estaría de 
acuerdo con la propuesta del arquitecto Gilmet en cuanto a que esa área pase a ser urbana. Pero desde mi punto de vista -y en 
Maldonado lo hemos tratado de usar en este otro sentido- las áreas suburbanas son definitivas -dentro de lo que puede ser algo 
humano-, destinadas a alojar grandes instalaciones, como por ejemplo centrales de intercambio o de transporte multimodal, 
grandes instalaciones transformadoras de energía eléctrica, actividades que requieren superficies importantes, actividades 
peligrosas que requieren espacio, o actividades contaminantes, porque también es necesario manejar actividades que son 
potencialmente contaminantes, que no son compatibles con lo urbano -como ninguna de las otras que estuve mencionando-, y que 
no son de explotación agropecuaria, etcétera. También podríamos incluir algún tipo de producciones hortifrutícolas o granjeras 
intensivas, como los "feedlots", que podrían considerarse como aplicables a áreas exclusivamente rurales pero que, en realidad, no 
tienen nada que ver porque se desarrollan en áreas mucho más pequeñas. Estamos hablando de determinadas quintas o, 
inclusive, de cosas completamente diferentes, como pueden ser estilos de vida rurales a partir de grandes quintas, que no serían 
aplicables ni al sector rural ni al urbano. 


Con ese sentido, me parece que estamos definiendo un tipo de uso de suelo que de alguna manera va a tener que ser. Acepto que 
se pueda decir que es un suelo rural que tiene algunas especificaciones particulares, como una red vial o de energía eléctrica 
mucho más densa que el rural; o que es un suelo urbano que tiene una red vial o de suministro de agua o energía mucho menos 
densa. Sin embargo, a mi juicio es una categoría de suelo que en algunos países se llama complementaria del urbano. Por lo tanto, 
me parece que se podría aprovechar la palabra "suburbana" para mantenerla con este concepto en particular, que habría que 
definir en la exposición de motivos. 


Desde luego, en lo que tiene que ver con las áreas protegidas estamos todos de acuerdo, aunque tengo una visión más amplia: me 
parece que no hay que atar las áreas protegidas a la ley que crea el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, por lo que dije recién. 
También quiero hacer notar que en todo el mundo hay áreas protegidas en las que el hombre no entra directamente -son de 
exclusión total-, pero hay otras que tienen centros poblados en su interior, es decir, que existe un área urbana dentro del área 
protegida. No sé si en el Uruguay vamos a tener eso. Por ejemplo, PROBIDES hace una propuesta -con la que aclaro que no estoy 
de acuerdo- en la que hay varias ciudades -por ejemplo Rocha, Castillos, etcétera- dentro del área a ser declarada como protegida. 


No estoy seguro de que, cuando empecemos a declarar áreas protegidas y las empecemos a integrar al Sistema Nacional de 
Areas Protegidas, lleguemos a tener dentro de ellas áreas urbanas, pero me parece que la ley se encorsetaría demasiado 
poniéndola directamente como un área no urbanizable. 


En definitiva, propongo conservar las categorías jurídicas de las que hemos hablado -que han existido siempre en el Uruguay- en 
estos conceptos. Luego, lógicamente, esas categorías jurídicas deberán tener una clasificación. Creo que el área urbana, 
obviamente, es un área fraccionable, construible y edificable, y acepta una cantidad de usos que determina su propia característica 
de urbana; después los planes definirán lo que deben llevar. 


En cuanto a las áreas no urbanizables, creo que no son una categoría jurídica, sino una categoría de uso, una calificación que en 
algunos casos, de momento, no es posible transformar en urbana, y en otros, como en el caso del área protegida estricta, mientras 
podamos mantenerla en sus características naturales, nunca va a poder ser un área urbanizable ni usable en otro sentido. 


No he traído la propuesta por escrito porque no pensaba hablar de este tema, pero concretamente apunta a utilizar las categorías 
jurídicas urbana, suburbana, rural y protegida, con las acepciones que he mencionado aquí. 


Luego vamos a tener categorías de otro tipo, que son las que van a establecer los planes. Por ejemplo, dentro del área urbana 
habrá centros, preferentemente residenciales, etcétera; dentro de las áreas suburbanas estarán las suyas, etcétera. Es decir, 
dentro de cada área habrá categorías específicas según sus características de uso preponderante porque, obviamente, esto no es 
un regimiento. Por otro lado, todas estas categorías podrán tener subzonas de gestión, etcétera. 


Asimismo, me parece importante -para la próxima reunión voy a traer la redacción que le he dado a esta parte- que la norma sea 
un poco más explícita en este tema, porque aparte de crear el marco legal en el que el país va a funcionar, debe aclarar cómo va a 
funcionar. Me parece bueno que se diga, por ejemplo, que las categorías jurídicas con que todos los planes van a definir los predios 
son estas cuatro; después, por las características de uso preponderante específico habrá otras categorías, pero siempre dejando 
abierto el espectro, porque algunos lugares no necesitarán determinadas categorías de suelo, pero otros sí, y es posible que haya 
cosas que la ley no rescatará. 


De cualquier manera, creo que sería bueno que denomináramos las zonas: centro, subcentro, residenciales, turísticas. Con 
respecto a estas últimas, quiero hacer una aclaración que desde mi punto de vista es muy importante. Las áreas turísticas, aunque 
parezcan ciudades, no son urbanas. Hay autores que describen esto muy bien y lo dicen con todo detalle: no son urbanas porque 
no tienen que tener una cantidad de servicios que sí deben prestar las zonas urbanas, como por ejemplo escuelas. Si éstas se 
incluyeran, dejarían de ser áreas turísticas. 


Quiero decir que este tipo de categorización de áreas es correcto. En tal sentido, las áreas protegidas pueden ser definidas a nivel 
del país, por el Gobierno nacional; todas las demás, incluyendo las áreas protegidas que no son de interés nacional, o por lo menos 
no son declaradas como tales por el Gobierno nacional, son resorte de los Gobiernos departamentales que, en última instancia, son 
los que las tienen que definir en sus límites. 


SEÑOR VILLEGAS.- Quisiera hacer un par de aclaraciones. 


Creo que vale la pena definir si estamos hablando de suelo o de territorio, que son dos cosas parecidas pero diferentes. En este 
proyecto de ley sería importante aclarar que una cosa es el suelo y otra el territorio. Las áreas lacustres no las podemos denominar 
"suelo". Por ejemplo, las áreas del Lago de Rincón del Bonete se han perdido como suelo, pero han aparecido como áreas 
lacustres con determinados límites relativamente fluidos y bien definidos. 


Tengo una duda con respecto a las áreas de las serranías, que no son rurales sino naturales, y pueden ser protegidas o no, pero no 
son aptas para la agricultura ni para la ganadería, salvo la cría de cabras. Es decir que son áreas distintas y pertenecen a 
subcategorías que quizás valdría la pena enumerar, aunque no estoy muy seguro de ello. Se trata de situaciones ambiguas. 


Por otra parte, respecto de las áreas protegidas, no hemos entrado en el tipo de protección que ellas tienen y no sé si la ley lo 
define. Pero dando un paso más adelante sobre lo que la ley establece, habría que averiguar qué grado de protección hay. 


SEÑOR SIENRA.- La declaratoria de área protegida natural debe definir cuál es la protección que tiene, cuáles son los límites y 
debería -si se hacen las cosas bien- definir cuál es el área de amortiguamiento y cuáles son las restricciones de uso que ésta tiene. 
El área de amortiguamiento no es el núcleo a proteger, sino lo que permite la protección del núcleo, por lo que toda área debería 
tenerla si la naturaleza lo exige. Todo eso tiene que definirse en la declaratoria de área protegida, porque así lo prevé la ley de 
creación del Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas y así lo va a prever la reglamentación que está por salir. Además, esa 
es la forma lógica de hacerlo. 


SEÑOR VILLEGAS.- La ley habla de áreas naturales protegidas, pero pueden existir otras áreas protegidas que no sean naturales, 
como por ejemplo monumentos históricos, o áreas que los contienen, así como áreas con residuos arqueológicos. Por ejemplo, en 
Colonia tenemos el caso de los mármoles con inscripciones precolombinas, tan discutido por la Comisión del Patrimonio por cuanto 
es necesario definir si se pueden explotar o hay que conservarlos. 


Entonces, puede tratarse de áreas naturales o no, protegidas de tal o de cual nivel y con tales y cuales restricciones. Me parece 
que todavía estamos pisando un terreno muy ambiguo, lo que puede producir confusiones, malas interpretaciones, forzadas o 
interesadas, según las personas que lo utilicen. De todos modos, la ley existe y vale la pena -al margen de lo que pueda decir su 
reglamentación- establecer que no necesariamente son áreas naturales, y hay que definir qué es un área natural protegida y qué es 
un área protegida no natural. Reitero: el área del Lago de Rincón del Bonete es un área necesariamente protegida y, sin embargo, 
no es natural, sino artificial. 


Estas dudas se plantean cuando hacemos una clasificación, porque siempre hay algo que queda afuera o alguna situación no 
prevista, y empiezan los problemas, los juicios y las discusiones. 


SEÑOR GILMET.- Estoy de acuerdo con el hecho de que las clasificaciones son muy difíciles y riesgosas, pero son útiles y 
necesarias. Las dudas que se han planteado con respecto al concepto de áreas naturales protegidas las comparto y surgen del 
texto de la propia ley. Por tanto, creo que amerita una lectura más reflexiva de la ley vigente. Cuando se hablaba de situaciones de 
restos arqueológicos, la ley, en forma explícita, se refiere a la protección de objetos arqueológicos. 


El arquitecto Sienra planteaba algo que comparto ampliamente, en el sentido de que si bien podemos dejar abiertas las 
subcategorías o subcalificaciones, sería conveniente explicitarlas con un criterio más didáctico. De todas maneras, nuestra opinión 
es que en ese caso las posibles subcalificaciones deberían aparecer en la exposición de motivos y no en el texto de la ley, ya que 
de lo contrario nos estaríamos encorsetando demasiado. 


Los ejemplos que se han citado hoy en esta sesión dan muestra de lo amplio que es el panorama de las subcalificaciones. Por lo 
tanto, comparto el hecho de que sería conveniente explicitar en la exposición de motivos el tema de las subcalificaciones a efectos 
de orientar el futuro trabajo de los responsables de llevar adelante los instrumentos de ordenación, por lo que creo que es 
desarrollable. 


Otro aspecto muy interesante que planteaba el arquitecto Villegas se refiere a la diferencia entre territorio y suelo. La duda es 
compartible. Hemos seguido en esta situación la denominación de suelo, o sea que no nos estamos refiriendo a los espejos de 
agua, por lo que estas calificaciones se refieren al suelo. 


Por supuesto que pueden darse situaciones de construcciones en palafito e imaginar otras cosas extrañas, pero no creo que sea lo 
habitual en este país. Entonces, como el carácter de la ley es general, no creo que se deba entrar en situaciones tan particulares. 


Con relación a otras intervenciones -en particular me estoy refiriendo al arquitecto Sienra- que nos parecen tan importantes a la 
hora de confrontar ideas en este tema tan difícil, empezaría por citar la más fácil. El, tal como señaló, prefería la denominación 
"rural" a la de "no urbanizable". Justamente, en la exposición de motivos expresamos que es meramente nominativo, por lo que 
creo que todos deberíamos reflexionar acerca de esto y ver si llegamos a la conclusión de que es mejor denominarlo "rural", porque 
ese es el concepto que nuestro país tiene en cuanto a que lo no urbanizable se llama "rural". Lo importante es el contenido, que es 
el de las leyes de centros poblados, que expresa que el suelo rural no es fraccionable en predios urbanizables. Si coincidimos en 
esto, estaríamos dando un paso muy significativo. 


SEÑOR SIENRA.- Estoy de acuerdo. 
(Dialogados) 


SEÑOR GILMET.- Desde el punto de vista de la estructura que estamos planteando, nos parecía que era más claro el término no 
urbanizable, porque nos parece que expresa en forma muy explícita que allí no se puede urbanizar y no hay ambigúedades. Si los 
miembros de la Comisión entienden que en nuestro país hay una tradición, una historia que identifica el concepto de lo rural con lo 
no urbanizable, se trata de un tema estrictamente normativo, de palabra y no representa un problema de fondo, por lo que no daría 
lugar a una discusión conceptual. Reitero que es un problema de denominación. 


SEÑOR SIENRA.- Considero que esta ley debe ser tajantemente clara en cuanto a que sólo se puede fraccionar y urbanizar lo 
urbano o urbanizable. Todo lo demás, mientras no cambie de categoría, no se puede tocar, es decir, no se puede dar uso urbano. 
Eso es lo que tiene que decir la ley. 


Acabo de recordar que quiero hacer una puntualización. Me parece que no puede estar dentro del suelo no urbanizable -y en el 
caso que planteaba el arquitecto Gilmet, con respecto al punto 3 y 1, suelo no urbanizable de especial protección- la faja de 
defensa de las costas -que el proyecto del Poder Ejecutivo lo señalaba como suelo no urbanizable- porque, precisamente, dentro 
de esa faja vamos a tener urbanizaciones. Digo esto, porque no sólo ya existen, sino que vamos a seguir teniéndolas. Un ejemplo 
de esto son los puertos, algunos de los cuales son urbanizaciones. Hay puertos que son privados y están construidos dentro de la 
faja de protección costera, con predios enajenables. Personalmente participé de un proyecto donde se crea un puerto donde cada 
casa tiene la marina adelante. Entonces, no puede ser que eso esté prohibido por ley. Además, la faja de protección de costas es 
un avance interesante. La verdad es que la protección de costas no se da ni por los 150 ni por los 250 metros; las costas son 
sumamente delicadas en los arcos de playa, que tienen una parte activa que va, por lo menos, desde el banco sumergido hasta el 
médano que tiene por detrás toda playa, donde la arena va y viene según los temporales, vientos y demás, lo que es intocable, y 
eso depende de la playa. 


La Dirección de Costas del Ministerio debería haber estudiado y establecido que de una línea hasta determinado punto es 
intocables porque, de lo contrario, se carga la playa. Las puntas rocosas no tienen esa delicadeza en el sentido de que se pueden 
tocar y no ocurre nada, siempre y cuando no se cambien las corrientes que después mueven las arenas. 


Por lo tanto, compartiendo el objetivo de corregir las playas y las costas, lo que considero que debería ser prioridad nacional, no 
podemos expresarlo de esa forma. Hay que pensar en una relación más precisa que, a su vez, nos posibilite desarrollar el potencial 
ambientalmente compatible de las costas. 


SEÑORA PEREIRA.- La finalidad es proteger la faja costera, y todos sabemos que si bien la norma existe, no se aplica. El artículo 
13 de la Ley de Centros Poblados establece que está prohibido situarse en ningún predio en los casos de continuidad a los cauces 
del dominio público dentro de las tierras abarcadas por una faja costera de ciento cincuenta metros de ancho. Entonces, repito, ya 
existe una disposición que indica que en esa faja no se puede urbanizar nada. 


SEÑOR GILMET.- Nuestra intención es tratar de apuntalar estas disposiciones ya existentes en nuestro país a través de la ley. 
Naturalmente, no es de nuestro dominio la redacción de textos jurídicos y este es uno de los tantos aspectos en los que requerimos 
asesoramiento. Al recoger el artículo 153 del Código de Aguas, nuestra intención es que el mismo se cumpla. 


Con respecto a los puertos, recuerdo a los miembros de la Comisión que estos se habilitan por ley; la propia Constitución de la 
República dice que lo hará la Asamblea General. Por lo tanto, se trata de situaciones muy particulares que requieren de una 
iniciativa legal. 


SEÑOR SIENRA.- Tenemos el ejemplo del Puerto del Buceo, que es un lugar estupendo. Hay zonas que perfectamente podrían 
ser desarrolladas urbanísticamente en ese puerto o en otros que existen en el resto del país. Quiero aclarar que comparto 
plenamente la necesidad de proteger las costas. El tema es que no podemos atarnos ante un potencial desarrollo náutico o 
deportivo que en el Uruguay podría ser de extraordinario interés, más allá de que no lo tenemos en este momento. Por ejemplo, en 
la Argentina hay centenares de miles de barcos que pueden venir, y que en los hechos muchos de ellos ya lo hacen. Es así que en 
Colonia se planteó un puerto de yates, que no requiere ley porque es la ampliación de otro ya existente. Incluso, en la última Ley de 
Presupuesto se habilitó una cantidad de puertos, en muchos casos confirmando las habilitaciones vigentes. 


Entonces, el concepto con el que seguramente todos estamos de acuerdo, es que hay que proteger las costas. Sin embargo, no se 
puede ser tan tajante y decir "en las costas nada", porque no es así. Lo importante es darles buen uso y proteger en extremo su 
preservación. Por ejemplo, pensemos en puertos para pesca deportiva, como en su momento el Uruguay tuvo muchos. ¿Por qué 
no se continuó con esa práctica si constituye un atractivo fenomenal? Las costas hay que equiparlas con paradores y baños. Me 
parece inconcebible que tengamos decenas de miles de personas en las playas y no haya un baño. 

SEÑORA PEREIRA.- Eso no es urbanizar. 

SEÑORA CRESPI.- Personalmente, no quisiera que se construyeran paradores adentro de la playa. 

SEÑOR SIENRA.- Ya existen. 

SEÑORA CRESPI.- Eso está mal y es lo que debemos proteger. 

SEÑOR SIENRA.- En todas las playas del mundo en que he estado, siempre he visto que hay paradores. 

(Dialogados) 

SEÑORA CRESPl.- Tienen servicios. 


SEÑORA PEREIRA.- Me pregunto si construir un puerto o un parador es urbanizar. 


SEÑOR GILMET.- No tengo ninguna duda de que eso no es urbanizar. Si no tendríamos que pensar qué pasa con la vivienda del 
productor agropecuario, situación a la que nos referíamos anteriormente. No se abarca el hecho de que en el medio rural existan 
construcciones, fábricas o instalaciones de explotaciones mineras. No pensamos que la expresión de no urbanizable inhabilite ese 
tipo de usos. Sí hemos sido terminantes en la no creación de una ciudad. Entendemos que en las costas de uso recreativo, como 
las playas, para un mejor uso, sí es necesario realizar construcciones, dar servicios. Al mismo tiempo, coincido con la señora Crespi 
en cuanto a que muchas veces están mal ubicadas. Debe quedar claro que me refiero a urbanizaciones, a fraccionamientos para 
construir viviendas, residencias, es decir, a construir una ciudad en la faja costera. Cuando somos terminantes en esta expresión es 
porque la ley debe ser clara y, en tal sentido, nos estamos refiriendo, repito, a construir ciudad en la faja costera. Eso no significa la 
imposibilidad de construir un puerto porque el país lo necesita. El Uruguay vive de las exportaciones y su propio nacimiento está 
vinculado al Puerto de Montevideo. Por lo tanto, esto no es contradictorio con la creación de puertos. 


SEÑORA PEREIRA.- Puedo estar de acuerdo con que en un área protegida se instale una estancia dirigida al ecoturismo o se 
reciba determinado tipo de gente que desee compartir un hábitat natural. Me pregunto si no sería conveniente aclarar, en la 
exposición de motivos o en la propia ley, qué se entiende por urbanizar. 


SEÑOR SIENRA.- Los puertos deportivos más interesantes que he conocido en distintas partes del mundo, tienen viviendas 
pegadas al muelle donde el propietario deja el barco. También cuentan con shopping y plazas donde la gente se sienta a tomar algo 
y a comer. Y tengamos en cuenta que no hay puerto que no esté en la faja costera. 


(Dialogados) 


SEÑORA PEREIRA.- Pensemos lo que sucede en Punta del Este, donde quieren construir un shopping y cambiar toda la 
estructura. Inclusive, creo que está en contraposición con lo que es la política de este Gobierno, que habla de un país natural. Para 
eso me voy a Miami. 


SEÑOR SIENRA.- Es todo lo contrario; depende del proyecto y de dónde esté hecho. 
SEÑORA PEREIRA.- ¿Dónde? 


SEÑOR SIENRA.- En cualquier lado; "La Carolina", por ejemplo, era un proyecto que había en el departamento de Maldonado que 
intentaba integrar el Puerto deportivo con viviendas y demás. En el mundo hay cantidad de puertos espectaculares que respetan el 
medio ambiente y que agregan un área extraordinaria para la gente que la usa y como atractivo turístico. Considero que el país no 
se puede negar a la posibilidad de tener todo eso. Por supuesto que para ello deberemos contar con buenos proyectos, porque si 
no los tenemos tampoco podremos construir edificios, ya que el 90% son una porquería. 


SEÑORA PEREIRA .- Aquí se necesita una ley. 
SEÑOR SIENRA.- Por lo menos, pensémoslo. A no ser que se quiera volver a la Prehistoria ... 


SEÑORA PEREIRA.- No; no se trata de volver a la Prehistoria, sino de ver qué tipo de servicios requiere el país. ¿Adónde 
queremos apuntar? ¿Cómo lo queremos organizar? Además, ese tipo de puertos necesitaría una ley, porque no se trata de una 
ampliación, sino de la creación del propio puerto y también de las casas que van a estar alrededor, los centros comerciales, 
etcétera. En definitiva, vendría a ser una ley posterior que podría derogar absolutamente todo esto. 


SEÑOR SIENRA.- Por supuesto que si va a ser un puerto nuevo, va a necesitar una ley -así lo dice la Constitución, no tengo 
ninguna duda-, pero me parece que no se puede redactar un texto legal que diga que tal cosa no se puede hacer y al día siguiente, 
al año siguiente o cinco años después, dictar otra que establezca lo contrario. Eso es un mamarracho. El país debe tener una 
norma clara que perdure en el tiempo, y creo que no podemos cercenar la posibilidad de hacer urbanizaciones náuticas, que 
proponen un uso adecuado de la costa, siempre y cuando se lleven adelante teniendo en cuenta las características ambientales del 
lugar donde se van a ubicar las instalaciones. 


SEÑORA CRESPI.- No veo inconvenientes en que se desarrollen puertos de yates en toda la costa del Uruguay, porque eso es 
algo que se ha ido dando naturalmente. En este sentido podemos mencionar Carmelo, Piriápolis, Punta del Este, Playa del Buceo y 
otras. No estoy en contra de eso, pero también he visto en muchos lugares tremendas aberraciones; por ejemplo, las que han 
surgido como resultado de la Ley de Suelo española, y me refiero en este caso, concretamente, a Benidorm. El último lugar del 
mundo a donde yo iría a veranear sería Benidorm. Allí existen edificios de mucha altura muy próximos a la playa, de tal manera que 
yendo por la calle principal del balneario no se tiene la más mínima visión de que hay agua; ello debido a que está construida una 
tremenda pared que no permite visualizar la costa. 


Entonces, quiero que en esta ley figure de alguna manera la necesidad de proteger esas costas y sus visuales, sin que ello 
signifique retrotraerme a la Edad de Piedra e impedir el desarrollo. Creo que todo lo que se haga debe ser encarado con mucho 
cuidado, protegiendo los elementos naturales e, incluso, construcciones que tienen su valor. Si logramos eso, no tengo 
inconveniente. Repito que no me quiero retrotraer a la Edad de Piedra y que me gusta el desarrollo. Sin embargo, en este 
momento, en el departamento de Canelones -por ejemplo- se está llevando adelante determinado tipo de desarrollos urbanísticos 
que no son los más adecuados para la zona en que se encuentran. Lo que quisiera es que de alguna manera eso se pudiera 
resolver a través de la ley. 


SEÑOR GILMET.- Voy a leer la primera parte del artículo 153, puesto que esta referencia que realizábamos en la propuesta se 
refiere a una disposición vigente en el Código de Aguas. Dice así: "Establécese una faja de defensa en la ribera del Océano 
Atlántico, el Río de la Plata, Río Uruguay y de la Laguna Merín, para evitar modificaciones perjudiciales a su configuración y 
estructura.- El ancho de esta faja será de doscientos cincuenta metros, medidos hacia el interior del territorio a partir del límite 
superior de la ribera, establecido en los artículos 36 y 37 de este Código." 


A nuestro entender, esta disposición -que está vigente- no entra en contradicción en absoluto con una visión de construcción de 
nuevos puertos, de puertos deportivos, de centros de compra, de residencias y de hoteles, es decir, de desarrollo de la industria 
turística en este país. Enhorabuena, porque ello significaría puestos de trabajo y otras perspectivas para el desarrollo nacional. 
Nosotros no estamos para nada en desacuerdo con que la industria turística se desarrolle, sino todo lo contrario; lo que ocurre es 


que el desarrollo de la industria turística, según lo muestra la experiencia internacional, debe armonizarse con la preservación de 
los valores naturales. 


SEÑOR SIENRA.- Sin ninguna duda. 


SEÑOR GILMET.- En Mallorca, paradigma del desarrollo turístico, han inventado algo denominado "Eco Tasa". Se trata de una tasa 
de un euro por pernoctación, que todos los turistas que visitan la isla deben pagar. Los fondos que por este concepto se recaudan, 
se están destinando ahora a la compra de hoteles que fueron construidos en la alocada época del "boom" de Benidorm y de la 
Costa de Oro, española en la década de los sesenta, a fin de demolerlos, dinamitarlos, y de esta manera reconquistar faja costera. 


La situación actual de nuestro país es verdaderamente muy incierta. Quisiéramos augurar un futuro de desarrollo turístico y de 
construcción de puertos y nuevos centros turísticos, pero no sabemos qué nos depara el mañana en esta hora tan incierta a nivel 
nacional e internacional. De todas maneras, entiendo que una ley debe apuntar al futuro y éste lo debemos pensar a corto y a largo 
plazo. Esa riqueza, que es la faja costera de este país, reconocida justamente como uno de los grandes patrimonios desde el punto 
de vista turístico, debemos preservarla. 


Por lo tanto, no nos parece que la preservación sea incompatible con el desarrollo, sino todo lo contrario, porque justamente ese 
desarrollo, esos hoteles, esos puertos de yates o esas residencias se construyen porque hay un medio natural atractivo, porque 
hay playas y áreas naturales atractivas. Si éstas desaparecen, los hoteles y los turistas también. 


Entonces, es necesario aplicar el artículo 153 del Código de Aguas. 


SEÑORA PEREIRA.- O el artículo 13 de la Ley de Centros Poblados. Yo no digo que no tenga que haber "shopping centers", pero 
no en los lugares estratégicos para el país. 


SEÑOR VILLEGAS.- Hay algunos temas que nos van quedando de lado, y uno de los puntos con los que siempre se chocó en la 
aplicación de la Ley de Centros Poblados es la definición de qué es un acantilado, porque éste se interpretó de cincuenta 
centímetros a cincuenta metros, o de treinta centímetros, o una berma. Entonces, es fundamental -reitero- aclarar la definición de 
acantilado, que no está planteada. Se trata de uno de los temas más controvertidos de los centros poblados y del cual se abusó 
más, como en el artículo 15, que en paz descanse. 


SEÑOR SIENRA.- Quiero aclarar que soy ambientalista. He trabajado en la preservación de costas y pretendo que el país recupere 
y preserve las que ha estropeado. Personalmente -no de forma manual, pero sí con mi trabajo- he recuperado costas que el país 
había estropeado; de manera que sé de lo que estoy hablando. 


Comparto totalmente lo que se ha expresado, pero entiendo que no se puede decir que en la costa no se va a hacer nada y 
después habilitarlo por otra ley, porque jamás vamos a encontrar a nadie que siquiera piense en realizar una inversión. Ojalá algún 
día se realizara, para construir puertos deportivos o urbanizaciones costeras ambientalmente adecuadas. No estoy pensando en 
determinados casos que se han planteado, ni en Torremolinos, que no era un puerto sino que tenía unas torres de no sé cuántos 
pisos en la playa, que fueron demolidas. Creo que el país tiene instrumentos como la Ley de Impacto Ambiental y demás para 
prever todas esas cosas. 


Todo plan -porque nada se podrá construir fuera de los planes, de acuerdo con lo que estamos hablando- tiene que tener un 
estudio de impacto ambiental; si un plan prevé una urbanización en un área ambientalmente inadecuada y el Estado hace las cosas 
como corresponde, ello no será aprobado. De manera que tenemos que dar cierta flexibilidad y utilizar todas las herramientas que 
tenemos. 


Reitero que, por ejemplo, la faja de protección de costas en Montevideo no se aplicó. La mayor densidad de población de este 
departamento está dentro de los 250 metros de la costa. Entonces, ¿para Montevideo eso es válido y para el resto no lo es? No; no 
es así. Por otro lado, en algunas playas, 250 metros es muchísimo, y en otras, es poco, porque la playa activa es más de 250 
metros, y si construimos fuera de esa zona también nos cargamos la playa. Da la casualidad que la naturaleza no reconoce los 
textos legales de compromiso, por lo que hay que estudiar en cada caso cuál es la playa activa intocable. 


SEÑOR GILMET.- Quiero recordar que el Código de Aguas fue aprobado por el Decreto-Ley N* 14.859, del 15 de diciembre de 
1978. 


SEÑORA PEREIRA.- Pero la Ley de Centros Poblados es anterior. 
SEÑOR GILMET.- Del año 1946. 

SEÑORA CRESPI.- Y Pocitos es del cincuenta. 

SEÑOR SECRETARIO.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 28 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


